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El concepto de refugiado está inserto en una categoría del derecho internacional, y está claramente establecido en el estatuto de los refugiados y asilados de 1951 y en su protocolo de 1967.  Sin embargo por una razón didáctica es fundamental la delimitación conceptual de asilo y refugio que es definido por el experto en derecho Internacional público, Diez de Velasco como “La protección que un Estado ofrece a personas que no son nacionales suyos y cuya vida o libertad están en peligro por actos, amenazas y persecuciones de las Autoridades de otro Estado o incluso por personas o multitudes que hayan escapado al control de dichas Autoridades”.  En este sentido el asilo sería un conjunto de garantías provisionales de entrada y estancia, que se concede a un extranjero por el Estado que lo acoja. El asilo o estatus de refugiado es una potestad del Estado basado en el principio de soberanía nacional, quien en esta condición tendrá la facultad de concederlo o no. Existen sin embargo, dos variantes reconocidas por el estatuto, asilo territorial y el asilo diplomático.

El asilo territorial es la protección que proporciona un Estado  a una persona nacional de un Estado distinto que sufre persecución política o ideológica,

recibiéndolo en su propio territorio y el asilo diplomático, consiste en la protección de un Estado a una persona perseguida política o ideológicamente, quien, para huir de dicha persecución se refugia en una misión diplomática acreditada de otro Estado.  Este es el marco jurídico internacional y doctrinario en el cual basa su decisión la Comisión Nacional de Refugiados (CONARE) de Paraguay con referencia al caso del ex Gobernador Mario Cossio, con la legislación del estado paraguayo que complementa al estatuto de Ginebra a través de la ley General sobre Refugiados No. 1938, que incluso le reconoce el derecho de la obtención de un documento de identidad que le permita ejercer su libertad de trabajo, seguridad social y educación, análogo a los nacionales y en concordancia con los derechos consagrados para los extranjeros en la Constitución Nacional (Art.25).  Una vez reconocida la condición de refugiado la dirección nacional de migraciones otorga en una primera instancia una radicatoria temporal por tres años que podrá ser renovada y convertida en permanente.

Aunque en Bolivia las garantías constitucionales no están en plena vigencia, y no existe el respeto al debido proceso y principalmente el derecho a la presunción de inocencia, en el resto del mundo estos son presupuestos jurídicos son inalienables e imprescriptibles al momento de apreciar las garantías que debe proporcionar todo Estado democrático.   Es por ello, que existen los argumentos jurídicos suficientes para fundamentar el estatus de refugiado que reclaman nuestros connacionales, que por diversas causas se encuentran fuera de nuestro país, y aunque pareciera que la sociedad civil boliviana terminó por aceptar la conculcación de sus derechos, la comunidad internacional que no esta viviendo las presiones ejercidas desde el poder,  tiene la potestad de aplicar con libertad los preceptos del derecho internacional.
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